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1. Introducción 

La concepción del federalismo mexicano ha servido para enlazar los 
tres niveles de gobierno –federal, estatal y municipal–, sea político, 
económico y/o social. Este modelo de Estado, desde un primer 
momento pudo mantener el sistema nacional, toda vez que las 
condiciones políticas favorecían tal hecho. Hoy éste llega a verse 
como un modelo cuasi rebasado, no sólo por su base legal-formal 
y la base competencial sobre la cual se desarrolla, sino más bien 
por el rumbo que tomó la dinámica política que ha posibilitado, por 
una parte, una fuerte centralización del poder político y económico 
del lado de la Federación, y por la otra, que persista en la realidad 
práctica política un deterioro y debilitamiento de los estados fede-
rados en el quehacer nacional por la limitancia económica y la alta 
dependencia de los recursos públicos federales (SHCP, 2007).

Rasgos del federalismo fiscal 
mexicano1

 

M I J A E L  A L T A M I R A N O  S A N T I A G O

H É C T O R  R Í O S  R O M E R O *  

Resumen: En el presente ensayo se hace una revisión teórica del significado y las implicaciones del 
federalismo en los estados nacionales; también se detalla la dinámica y el cauce que ha adquirido éste en 
el entramado económico de México, incluso se da cuenta de la asignación de los recursos públicos federales 
a las entidades federativas a fin de que éstas cumplan con sus requerimientos. 

1 El presente ensayo forma parte del programa institucional para la formación de 
investigadores (PIFI) con registro asignado por la SIP 2007  0858.
* Mijael Altamirano es Profesor-investigador en el  Centro de Investigaciones 
Económicas Administrativas y Sociales del Instituto Politécnico Nacional y 
miembro del Sistema Nacional de Investigadores. Héctor Ríos es becario PIFI en 
el Proyecto SIP 2007 0858 y maestrante en la Escuela Superior de Economía en la 
especialidad de Finanzas.
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 Esta dinámica que tomó la nación mexicana durante 
varios lustros ha manifestado insatisfacción de los tres 
niveles de gobierno, por lo que todos argumentan que la 
evolución política, económica y social del país ha rebasado 
por completo al modelo de Estado, y más concretamente al 
federalismo fiscal vigente, toda vez que ha imposibilitado 
un desarrollo económico simétrico entre las colectividades 
territoriales (Caamaño, 1999). 
 Tal realidad hace necesario que el federalismo fiscal 
sea reformado y favorezca un reparto de recursos que 
promueva adecuadamente el desarrollo económico y social 
del país para dejar atrás el sistema de recaudación exis-
tente donde actualmente 95% de los impuestos es de tipo 
federal y los restantes (5%) son estatales y municipales. 
No sólo eso, sino que esta transformación de tal categoría 
sirva de dique para inhibir el centralismo en la dinámica 
nacional, pues es sabido que el gobierno federal lleva a cabo 
la recaudación de los recursos económicos y la adminis-
tración del gasto público conforme a sus prioridades y el 
Congreso de la Unión, más no los poderes públicos en 
los estados –el congreso legislativo local, en este caso–, 
autoricen finalmente las contribuciones federales y su 
destino, orillando a las colectividades territoriales y sus 
funcionarios públicos a gestionar sus propios presupuestos 
tanto en las dependencias federales como en el Congreso 
de la Unión.
 Esta realidad presente en el entramado nacional, ha con-
ducido a que exista un sinfín de voces, resaltando entre ellas 
la posición de la Conferencia Nacional de Gobernadores 
(Conago), que ha exigido reformar el actual federalismo 
fiscal con el fin de consolidar las entidades federativas y la 
propia nación mexicana en el ejercicio de sus respectivas 
responsabilidades. 

2. El principio fundacional del federalismo y su 
tipología

 La experiencia histórica de los países que se circuns-
criben dentro del proceso de federalización ha conducido 
a que en el estudio y tratamiento de esta categoría tenga 
diferentes acepciones y que su aplicación se diversifique 
en el espectro de las disciplinas que componen las ciencias 
sociales. Así, al hacer una revisión teórica del federalismo, 
tendiendo una realidad política enfrente hace que se genere 

un cúmulo de acepciones. Para García-Pelayo (1984, p. 
215) el Estado federal proviene de dos situaciones: “(...) 
como resultado de una vinculación jurídica-política de 
los Estados independientes (...), o bien como resultado 
de una estructura constitucional de un Estado hasta entonces 
unitario”.2 

 Elazar (1990, p. 27), por su parte, detalla que el pro-
ceso de federalización tiene su antesala en los consorcios, 
uniones o ligas, en los cuales una vez que convivan 
las unidades territoriales tienden a fortalecerse y ceder 
su soberanía para que un poder central los defienda, y los 
coordine en la consecución de objetivos afines. Hesse y 
Wright (1993, p. 3), señalan que el federalismo es “(…) 
un resultado consciente y deliberado rechazo a la opresión 
del centro bajo un régimen autoritario, ser un intento de 
ajuste institucional proveniente de una división cultural o, 
ser un compromiso en reacción al incremento al déficit de 
cumplimiento del Estado central en un esquema tradicio-
nalmente unitario”.
 Con independencia de estas acepciones que dan cuenta 
sobre el federalismo, lo cierto es que viene dado por un pacto 
o un compromiso entre las diferentes unidades territoriales 
independientes y autónomas para hacer frente a la imposición 
de un Imperio o un Estado centralista-autoritario, así como 
para tomar decisiones que coadyuven en el fortalecimiento de 
cada una de ellas en un mismo espacio territorial denominado 
Estado. En efecto, señala García-Pelayo (1984, p. 215), las 
necesidades para su construcción responden: a) hacer posible 
la organización política nacional de grandes espacios bajo el 
supuesto de relaciones (de supra y subordinación) de paridad 
entre las partes componentes, y no simplemente de relaciones 
de supra y subordinación como en los imperios coloniales; 
b) no solamente responde a esta necesidad de adecuación, 
sino también (independientemente de la amplitud estatal) a la 
integración de unidades autónomas en una unidad superior, 
y c) responde a un principio de organización estatal que 
tiene como objeto la máxima autonomía de las unidades 
componentes, sean ellos por motivos de índole técnica (mejor 
funcionamiento de la organización), sean por motivos de índole 
axiológica, como el reconocimiento y respeto a las entidades 
del ámbito local.
 Esta multiplicidad de causas y necesidades gestada en 
la dinámica política de los diferentes Estados nacionales ha 
conducido hoy día a que no exista una estructura estatal de tipo 
federal única y homogénea en el concierto de las naciones. La 
manifestación y las características producto de los componen-
tes de los estados federales han dado pie para que exista una 
base doctrinal que lo conceptúe bajo un rasgo polivalente. 
Esto es así, puesto que numerosos autores (Wheare, K. C., 
1964; Wallace E., Oates, 1972; 17; Riker H., William, 1975) 
en diferentes textos han dado cuenta de esta categoría –fede-
ralismo– utilizando las diferentes disciplinas de las ciencias 

2 En este mismo sentido se expresa G. Scelle citado por Gumersindo Tru-
jillo (1967), Introducción al federalismo español, ideologías y formulas 
constitucionales, Editorial Cuadernos para el Diálogo, 2a. ed., Madrid, 
p. 19; La Pérgola, Antonio (1979), “Federalismo y regionalismo: caso 
italiano”, en Gumersindo Trujillo (coord.), Federalismo y regionalismo, 
instituciones políticas, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid,  
p. 169.
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sociales –sociología, economía, ciencia política, derecho, 
entre otras– ya que con frecuencia ha sido difícil discernir 
los elementos/componentes (las instituciones) y los procesos 
(políticos, sociales o económicos) que se circunscriben en 
su entorno.
 Lo que se ha generado actualmente es que exista un 
desacuerdo que defina al federalismo en una sola directriz. 
Esta situación y las contradicciones intrínsecas a esta forma 
de asociación política se deben, como señaló Schmitt (1982), 
a que en toda Federación se vive una tensión permanente entre 
la soberanía del todo y la autonomía de los miembros, al 
modo de resolver esta tensión, así como su evolución 
en el tiempo, que son los que finalmente determinan las 
particularidades de cada estructura estatal. Al ser el federalis-
mo un elemento dinámico y vivo, señala Leach (1970), hace 
imposible verlo únicamente desde el prisma que marca su 
concepción etimológica –foedus: alianza, pacto–, sino tam-
bién en función de las instituciones políticas que fomenta, 
dado que son ellas inevitables al momento de evaluar si el 
entorno es el de una Federación en stricto sensu.
 La perspectiva jurídica-política, también llamada insti-
tucional, ha generado su propia acepción del que Wheare 
(1964) defiende, empero es la que más se acerca a la verdade-
ra concepción del federalismo y aporta mayores elementos 
para caracterizarlo. Wheare define al federalismo, en 
cuanto existe una división de poderes entre el gobierno 
central y los gobiernos regionales, de tal forma, que ambos se 
coordinan y son independientes a la vez en sus respectivas 
esferas de acción. En este mismo tenor se expresa Friedrich 
(Trujillo, 1967, p.15) cuando señala que, el formato fede-
ral “representa la forma territorial de la separación de los 
poderes políticos bajo un régimen territorial”.3 
 Para Croisat (1994, p. 29), el federalismo es una es-
tructura  “compuesta de grupos territoriales autónomos que 
participan de forma ordenada y permanente en las institu-
ciones y decisiones de la instancia central. Es un principio 
de organización de orden político, pero también social”. Por 
su parte, Durand (1965) señala que el federalismo representa 
un elemento que es capaz de proteger los privilegios de las 
colectividades territoriales, con independencia del tamaño 
territorial, económico o poblacional, así como integrarlos 
para cualquier adecuación jurídica, llámese reforma consti-
tucional, instrumentación y formulación de leyes federales, 
sin que ellos (los territorios), tengan el derecho de secesión. 
Así, como les es negado este derecho, y al configurarse el 
modelo estatal sobre una norma jurídica, que dicho sea de 
paso, funciona como mecanismo de coordinación, con-
duce a que los territorios o unidades políticas integrantes 
en el Estado adquieran deberes y obligaciones. 
 El resultado sobre el federalismo es que éste obedece 
a elementos y causas diversas que se gestan en el plano de 
la interacción de las unidades territoriales, así como a la 

dinámica que desarrolla cada una de ellas. Esta situación que 
han conducido a luz de los teóricos a que en la arquitec-
tura jurídica-política exista una tipología del federalismo 
como modelo de Estado. En efecto, señala Ferrando Badía 
(1978)4 se puede constatar una tipología de federalismo, 
resaltando el denominado federalismo local (o interno) 
que se gesta al interior de un Estado nacional y tiende a 
dar a cada una de las unidades políticas un alto grado de 
autonomía para autogestionar su política y su administra-
ción y, así, consolidarse como un ente federado. Es decir, 
las dota de obligaciones y derechos mediante la asunción 
de una norma jurídica.
 Por su parte, Schultze (1993) señala dos tipos: i) el 
federalismo intraestatal, éste  se construye sobre una base 
de separación funcional de competencias y de coopera-
ción entre poderes, y ii) el federalismo interestatal, que 
se erige sobre el principio de división vertical de poderes 
y/o autonomía de los estados miembros.
 Este federalismo intraestatal del que habla Schultze, 
para algunos autores, en especial para Elazar (1962),5 es 
denominado federalismo cooperativo toda vez que en 
dicho modelo se da el compartimiento de responsabi-
lidades –o funciones– entre los dos niveles de gobierno, 
tanto federal como estatal, en el cual uno, instrumenta 
la acción política, y el otro, la ejecuta en el ámbito de sus 
competencias. En este mismo sentido, se expresa Gon-
zález Encinar (1984:320) al señalar que este federalismo 
cooperativo “se manifiesta como una forma entre distintos 
niveles de gobierno en el interior de un Estado, que diluye 
la responsabilidad entre los mismos y supone un vaciamien-
to de competencia de los parlamentos en beneficio de las 
burocracias de uno y de otro nivel y que, en todo caso, sólo 
funcionan con base a altísimo niveles de consenso”. 

3 Sobre esta tesitura se expresa también Duverger, cuando señala que los 
dos niveles de gobierno que se constituyen en la sede de una Federación 
tienen un poder político y jurídico para tomar decisiones. Tomado en 
Duverger, M (1965). “Los partidos políticos y el federalismo en Europa”, 
en AA. VV., El federalismo y federalismo europeo, Colección de Ciencias 
Sociales, Editorial Tecnos,  No. 41, Madrid, p. 152.
4 Este autor habla de tres tipos de federalismo: a) local o interno, b) cor-
porativo, y c) internacional. El comportamiento del corporativo sólo se 
aboca a conformar organizaciones económicas o profesionales de carácter 
autónomas en el seno de una estructura estatal; en tanto el internacional se 
configura extraterritorialmente, en cuanto no se asienta en un plano local 
de una estructura estatal, sino que conduce a conjuntar o unir los estados 
nacionales en comunidades supranacionales o bajo una asociación política, 
otorgando a los entes directivos de la Federación el poder para decidir sobre 
los estados nacionales, contrario de lo que sucede en una Confederación.
5  En ese mismo sentido se expresa, Gumersindo Trujillo, “El federalismo 
cooperativo es donde se desenvuelven formas de cooperación de los estados 
miembros entre sí, y entre éstos y el Estado central (...)”. Tomado de Trujillo, 
Gumersindo (1979), “Presupuesto político-constitucionales y principios 
estatutarios de un régimen autonómico para Canarias”, en Gumersindo 
Trujillo (coord.), Federalismo y regionalismo, instituciones políticas, Centro 
de Estudios Constitucionales, Madrid, pp. 534 y ss.
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 Si bien es cierto que esta modalidad –el federalismo 
cooperativo– ha fortalecido las redes de colaboración entre 
los dos niveles de gobierno, no lo ha sido para las institu-
ciones parlamentarias, especialmente para el Senado en los 
estados federales en los que se erige como una cámara terri-
torial, puesto que con esta tipología, señala Croisat (1994, 
p. 140), “se asiste a un desplazamiento de los poderes de 
decisión de los dos niveles de gobierno (federal y federado) 
en beneficio de un mecanismo, más o menos complejo y 
formalizado, de negociación y de acuerdo gubernamental”. 
Con esta mecánica impuesta, se han constituidos canales 
informales de negociación como los organismos intergu-
bernamentales conformados por los ejecutivos federales y 
estatales –la burocracia– para formalizar acuerdos políticos, 
y evitar todo el entramado que significa llevar los asuntos 
públicos al pleno de las cámaras legislativas. Este hecho 
es una de las razones que ha desgastado a los Senados 
federales para representar a las colectividades territoriales 
en la toma de decisiones nacionales en beneficio de la 
burocracia gobernante o partidista.
 Con independencia del tipo de federalismo que se adopte, 
lo cierto es que su naturaleza ha ido más allá del carácter 
aglutinador de las unidades territoriales en la sede de la Fe-
deración, para facilitar la diversificación y descentralización 
del sistema de partidos en los dos niveles de gobierno. Esto 
es así, toda vez que los partidos políticos estructurados en 
el ámbito federal, al verse marginados en la estructura orga-
nizativa de las instituciones de representación federal, tienen 
la posibilidad de asumir responsabilidades en los gobiernos 
regionales o locales, situación que impide que se constituyan 
partidos antisistemas y, que todos ellos sean copartícipes en 
la dinámica política del Estado nacional (Lancaster,1999). De 
esta manera, el federalismo cumple otro papel, incentivando 
a los partidos de oposición o minoritarios a ser responsables 
en las tareas de gobierno en el ámbito federal o regional. 

2. El proceso de federalización del Estado mexicano 

 La República mexicana adopta un modelo de Estado de 
tipo federal con base a los dictados del Constituyente 
de 1917 que recogió la experiencia impuesta por la 
Constitución de 1824. En efecto, tras la caída del empe-
rador Iturbide, el 19 de marzo de 1923, todas las provincias 
se alzaron violentamente contra el centralismo impuesto por 
él. Esta tendencia de las provincias de separarse e inde-
pendizarse de la Colonia y después formarse en pequeñas 
coaliciones para defenderse contra el poder central, fue lo que 
las llevó finalmente a convertirse en estados autónomos, 
independientes y soberanos primero, y posteriormente, a 
unirse para dar vida a la Federación mexicana.
 Sobre el proceso de federalización del Estado 
mexicano, Carpizo (1991)6 se ha ocupado en citar tres 
interpretaciones diferentes que buscan justificar el 
origen de éste: i) que dicho modelo fue una imitación 
extralógica del sistema de los Estados Unidos de Nor-
teamérica; ii) que el sistema fue una necesidad para 
unir lo que estaba desunido, y iii) existe el antecedente 
que los pueblos de Anáhuac se organizaban de acuerdo 
con la idea de régimen federal. 
 Por su parte, Lee Benson (1955, pp. 17-21) señala que: 
“El origen del federalismo en México se puede remontar 
a la forma de gobierno establecida por la Constitución de 
1812 por España y sus colonias. Ésta proveyó de un go-
bierno representativo y de independencia política a cada 
provincia (...). Creó las diputaciones provinciales, de las 
que seis se adjudicaron a México (...). Cada provincia 
debía ser gobernada por un jefe político, un intendente y 
la diputación provincial, subordinados directamente al 
gobierno central de Madrid por medio del jefe político 
y los ministros de gobierno (...). En el nuevo sistema de 
gobierno que implantaba la Constitución de 1812, no 
había virrey (...). En cada provincia habría una diputación 
provincial formada por siete diputados designados por el 
pueblo en votación indirecta”.
 Barragán (1978, p.113), por su lado, expresa que el mode 
lo federal se impuso a raíz de: “(...) a) la reinstalación del 
Congreso y aniquilamiento del imperio; b) la necesidad 
de pasar a convocar nuevo Congreso Constituyente; c) se 
producen las proclamas de soberanía e independencia de 
varias provincias; y d), como consecuencia del tercero, 
éstos imponen al Congreso su federalismo”.
 Con lo antes expuesto, se constata que en la literatura 
mexicana existe un sinfín de interpretaciones sobre la base 
fundacional del federalismo, no así cuando se mira la Cons-
titución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824 
que estipula de manera formal la existencia de un sistema 
federal en su artículo cuarto como forma para estructurar el 
Estado mexicano. 

6 Entre los autores que siguen la primera interpretación están Serafín 
Ortiz Ramírez y Felipe Tena Ramírez. Entre los que siguen la segunda 
interpretación se encuentran: Mario de la Cueva, Jesús Reyes Heroles e 
Ignacio Burgoa Orihuela. La tercera interpretación la sostienen: Ignacio 
Romerovargas Yrurbide y Agustín Cué Cánovas. De estas tres interpre-
taciones señala el propio Carpizo, la más aceptable es la segunda puesto 
que el origen del sistema federal mexicano se visualiza en las Diputa-
ciones Provinciales y se remite a la Constitución de Cádiz de 1812 “(...) 
el Rey nombrará en cada provincia al jefe superior y en cada provincia 
habrá una Diputación Provincial para promover su prosperidad (...). En 
1823, las Cortes de Cádiz ordenaron la creación de seis Diputaciones  
Provinciales en la Nueva España (...)”.  
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 La vigencia de esta Constitución fue efímera al quedar 
suprimida en 1936 por la dinámica impuesta por la Carta 
Magna de ese año y que al poco andar se instala el séptimo 
Congreso en 1847 para declarar y hacer válida el pacto federal 
establecido en la Constitución de 1824. 
 Teniendo presente este antecedente, los constituyentes 
de 1917 formularon una Norma Suprema con los referentes 
expuestos en la Constitución de 1824 para  adoptar el mo-
delo federal de tipo cooperativo7 para la nación mexicana 
en donde existe un cúmulo de materias compartidas entre 
la Federación y los estados federados (Alberti Rovira, 
1996). 

3. El federalismo fiscal mexicano. Sus componentes y 
su cause actual

 Aunque el pacto federal conlleve una pérdida de sobe-
ranía (no autonomía) para los estados miembros, ésta se 
compensa con las sinergias económicas, sociales y polí-
ticas que se obtienen a cambio. Así, en concordancia con 
el marco constitucional vigente, la Federación a través de 
los poderes que la componen es responsable de emitir las 
directrices para la nación mexicana sea por medio del 
Plan Nacional de Desarrollo, los programas o proyectos 
federales, las legislaciones federales u otros instrumentos de 
carácter federal. Al ser de ese modo este cauce institucional: 
el Congreso de la Unión norma la vida de las personas y las 
empresas por medio de leyes para garantizar la educación 
pública a los mexicanos, cuidar el medio ambiente, crear 
impuestos o contribuciones, entre otros; el Ejecutivo Federal, 
por su parte, incide en el especto de la sociedad a través de 
sus programas y proyectos para cumplir con la responsabi-
lidad de impulsar el desarrollo nacional; al tiempo también, 
tiene la facultad de cobrar impuestos e imponer otro tipo 
de contribuciones para cubrir el Presupuesto de Egresos de 
la Federación (PEF), para finalmente devolverlos a los 
estados y municipios bajo el concepto de participaciones 
federales para que éstos a su vez dispongan de recursos que 
les permitan atender sus respectivas responsabilidades.
 Este curso de acción y las normas de captación y re-
parto de los recursos públicos, así como los mecanismos 
de asignación y aplicación de los mismos para cumplir 
con las responsabilidades asignadas en los tres niveles de 
gobierno, constituyen la esencia de lo que se conoce como 
federalismo fiscal (Oates, 1972; Fimbres, 2004).
 En los últimos años, los estados y los municipios han 
demandado al Gobierno Federal más participaciones porque 
las hasta ahora asignadas son insuficientes para atender sus 
respectivas responsabilidades (idem). Argumentan que por 
su contacto más cercano con la gente, reciben directamente 
sus demandas y por ello conocen mejor sus necesidades; no 
obstante, la insuficiencia de medios económicos, los hace 

incapaces de solucionar adecuadamente los problemas 
sociales, mucho menos, impulsar el desarrollo regional. 
 En respuesta a esto, desde 1992 el Poder Ejecutivo ha 
descentralizado responsabilidades y recursos públicos hacia 
los estados y municipios, situación que se formalizó en 1998 
en lo que se llamó el Ramo 33. Sin embargo, los procesos 
de descentralización no partieron de una revisión integral 
al federalismo fiscal, sino más bien han representado 
avances graduales originados por una presión política 
y social. Esto ha llevado al punto presente, donde los 
estados y los municipios demandan mayores recursos a 
pesar del hecho que ya administran una proporción mayor 
de gasto público que la del Gobierno Federal. 
 Aun cuando no está expreso en la Constitución, los esta-
dos federados administran actualmente diferentes áreas, como 
salud, educación, agricultura, programas contra la pobreza; 
poseen empresas de transporte público; administran orga-
nismos de agua potable, drenaje y alcantarillado; construyen 
y operan carreteras y caminos locales; legislan, procuran e 
imparten justicia en materias no federales; fomentan el turismo 
local; construyen vialidades en las ciudades; promueven 
el desarrollo regional y municipal; proporcionan el servicio 
de seguridad pública, entre otras actividades. Para cumplir 
con estas responsabilidades, los estados disponen de tres 
tipos de ingreso: i) propios; ii) participaciones federales, 
y iii) transferencias de gasto federal (ver gráfica 1).
 De esta tipología, la que reviste mayor importancia 
para el modelo de federal son las participaciones, toda vez 
que corresponden a los ingresos que la Federación capta 
por concepto de impuestos y derechos federales y que fi-
nalmente son distribuidos entre los estados para solventar 
sus responsabilidades. Las participaciones representan 
las prerrogativas que se obtienen de la sinergia entre la 
Federación y los estados federados en la implantación del 
federalismo.
 Con base en el artículo segundo de la Ley de Coor-
dinación Fiscal, las participaciones federales a estados 
y municipios están compuestas por varios rubros, los 
que se calculan al aplicar los siguientes porcentajes a la 
Recaudación Federal Participable (RFP): Fondo General 
de Participaciones, 20 %; coordinación en derechos, 1 %; 
Bases Especiales de Tributación, 0.05 %; Fondo de Fomento 
Municipal, 1 %, y Reserva de Contingencia, 0.05 %.

7 El primero, diseña un listado de competencias compartidas entre la 
Federación y las entidades federativas –artículo 73 constitucional–; el 
segundo, expresa un numeral de materias del cual las entidades fede-
rativas están imposibilitadas a tener participación alguna –artículo 117 
constitucional–; el tercero, establece que las materias no atribuidas a la 
Federación quedan en el ámbito de las entidades federativas –articulo 
124 constitucional–. 
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Gráfica 1
Responsabilidades estatales y sus fuentes de financiamiento

 La asignación de las participaciones entre los estados es 
asimétrica a su contribución individual a los ingresos federales; 
si bien se ha reformado la Ley de Coordinación Fiscal para 
que éstas reflejen la aportación y el esfuerzo de los estados, 
hasta el momento sólo 49.1 % de las participaciones reco-
noce tal aportación, conocida como criterio resarcitorio.8 
Es decir, de cada peso que aporta un estado a la Federación 
para constituir la RFP, 22.21 % se transforma en partici-
paciones a redistribuir. De este porcentaje casi la mitad 
le será devuelta en proporción directa a lo que aportaron a la 
recaudación de impuestos federales. 
 El 49.1 %, también puede interpretarse como el reco-
nocimiento al Estado por la promoción de las actividades 
productivas que generan ingresos federales, principalmente 
Impuesto sobre la Renta (ISR) e Impuesto al Valor Agre-
gado (IVA). El restante 50.9 % es devuelto con base 
en otros criterios basados en indicadores vinculados al 
desarrollo, crecimiento o a condiciones sociales.
 Algunos estados han propuesto cambiar las fórmulas 
de reparto para que la mayor parte de las participaciones 

se distribuya con base en criterios resarcitorios, pues 
el argumento, según ellos mismos, es que algunos de 
sus similares no se esfuerzan por recaudar ingresos por 
considerar a los impuestos antipopular (Stiglitz, 2000); 
empero son beneficiarios de los estados que sí lo hacen. 
Tal propuesta aún no es aceptada al interior de la Conago, 
ni por las instancias federales, pues más de uno de ellos ha 
señalado reiteradamente que de prosperar ésta, los estados 
más desarrollados económicamente recibirían más partici-
paciones, en tanto los estados pobres y de alta marginación 
obtendrían menos recursos, lo cual ensancharía la brecha 
de desarrollo entre regiones y, en consecuencia, daría pie 
a la existencia de un federalismo asimétrico en la realidad 
nacional (Altamirano, 2007).
 Así, las fórmulas de reparto consideran, además de los 
criterios resarcitorios, los compensatorios y los de equidad. 
El primero tiene presente las participaciones en proporción 
inversa al nivel de desarrollo económico, lo cual posibilita 
que la Federación compense o equilibre el bajo nivel de 
desarrollo entre las regiones con mayores recursos y, por 
consiguiente, tiende a construir un sistema federal simétrico 
y dualista. El segundo, por su parte, otorga igualdad a los 
habitantes respecto de los beneficios económicos que 
produce la Federación; así, los estados reciben el mismo 
monto por habitante, de manera que los de mayor pobla-
ción, independientemente de su desarrollo económico, 
reciben más recursos que los estados menos poblados.

8 Los porcentajes de participaciones que recibieron los estados con base 
en el criterio resarcitorio en el año 2003 fueron los siguientes: los in-
centivos económicos representaron 1.1 %; la recaudación del impuesto 
sobre tenencia y el ISAN, 7.6 %; la recaudación del IEPS, 1.6 %, y la 
proporción del Fondo General que se distribuye con base en el criterio 
resarcitorio, 38.6 % (igual a 45.17% del Fondo General, el cual representa 
85.3 % de las participaciones).

Fuente: Finanzas Públicas Estatales y Municipales, edición 2003, INEGI y Constitución Política.

Responsabilidades Recursos
(millones de pesos de 2001)

 Prestación de servicios educativos

 Otorgamiento de subsidios a universidades

 Apoyo a la investigación científica y tecnológica

 Difusión de la cultura

 Administración de hospitales públicos y centros de salud

 Operación de empresas de transporte público

 Administración de organismos de agua potable, drenaje y alcantarillado

 Construcción y operación de carreteras y caminos locales

 Legislación local

 Procuración e impartición de justicia en materias no federales

 Promoción del turismo local

 Construcción de vialidades en las ciudades

 Promoción del desarrollo regional, urbano y municipal

 Prestación de servicios de seguridad pública

 “Las no reservadas a los funcionarios federales”

Transferencias federales
233,229.7
(51.2%)

Participaciones
170,932.0
(36.7%)

Ingresos propios
30,528.7
(12.1%)
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 La conjugación de estos tres criterios de reparto que 
persiguen objetivos distintos, ha sido un tema recurrente para 
algunos estados federados con el argumento de que existen 
unos que aportan más que otros, pero que también son los más 
poblados (Distrito Federal, Estado de México, Jalisco, Nuevo 
León) y no son necesariamente los que reciben más participa-
ciones. Incluso, los estados más pobres tampoco son los más 
beneficiados (Oaxaca, Guerrero, Chiapas, Puebla e Hidalgo). 
Dicha conjugación termina favoreciendo principalmente a 
los estados medianamente desarrollados y medianamente 
poblados. En 2003 y subsecuentes, los estados que más re-
cursos per cápita recibieron fueron: Tabasco, Campeche, Baja 
California Sur, Colima y Sonora. Los que menos recibieron: 
Michoacán, Oaxaca, Guerrero, Puebla, Hidalgo y Guanajuato. 
Esta realidad está ocasionando resultados contraproducentes 
en el sentido de que se están beneficiando proporcional-
mente a los estados que no son los más poblados, ni los 
que más impuestos federales aportan; de hecho, varios de 
los más pobres son los que menos participaciones reciben 
(Recursos federalizados, SHCP, 2003 y subsecuentes). 
 Una de las causas que provoca este resultado, proviene del 
uso inadecuado del Sistema de Coordinación Fiscal (Janetti, 

1989).  Este instrumento de política económica, se está utili-
zando también como medio para compensar a las entidades de 
menor desarrollo económico siendo que su principal propósito 
es resarcir a los estados por su participación en la sinergia 
federal. No obstante, la falta de alineación entre objetivos 
buscados y los criterios utilizados para alcanzarlos, no está 
produciendo los resultados buscados. Para compensar o 
nivelar a las entidades federativas con mayor atraso econó-
mico, existen otros instrumentos más adecuados, como es el 
Sistema de Transferencias Federales, que dicho sea de paso, 
no se circunscriben en el Sistema de Coordinación Fiscal.
 Desde 1992, el Gobierno Federal ha estado llevando a cabo 
procesos de descentralización de funciones federales a los 
estados, particularmente los servicios de salud y educación 
básica, al mismo tiempo ha transferido recursos  federales a 
los mismos para solventar esta política pública, y no sólo eso 
sino que esta transferencia se ha constituido en la principal 
fuente de ingreso de los estados.
 Estos recursos vía transferencias que reciben los estados se 
dividen en: i) Ramo 33. Éste creado en 1998 para institucio-
nalizar y transparentar recursos que se destinan a responsabi-
lidades federales, como la educación y la salud. El monto que 

Gráfica 2
Composición de las transferencias federales en 2003

Fuente: SHCP (2004), Informe trimestral sobre la situación económica, México.
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constituye es el más importante de las transferencias federales, 
ya que ha representado hasta hoy en promedio 80.5 % del 
total de las transferencias federales y normalmente se dividen 
84.5% para los estados y 15.5% para los municipios.9
 El sistema de transferencias de gasto federal tiene varios 
inconvenientes que lo debilitan como instrumento de política 
económica: favorece el centralismo del Gobierno Federal 
porque la mayor parte de los recursos se asigna y autoriza en 
el orden federal y no en los estados, dispersa los objetivos 
del desarrollo nacional porque las participaciones y las 
transferencias de gasto federal no están coordinados y 
afecta negativamente las finanzas públicas de los estados 
(Altamirano, 2007)
 Cuando se transfirió la administración de las escuelas y 
las clínicas en la etapa del Ernesto Zedillo en la SEP, faltó 
establecer suficientes fuentes de ingresos propios para que los 
estados continuaran el desarrollo de los sistemas de educación 
y salud en función de sus necesidades. Esta omisión ha orillado 
a los estados a gestionar en las dependencias federales y en 
la cámara baja recursos pertenecientes al Ramo 33. Esto ha 
provocado más de una vez que se otorguen recursos adiciona-
les vía mecanismos informales, sea por coincidencia política, 
presión de los grupos de poder, entre otros, lo cual merma la 
equidad y el desarrollo entre estados federados, pero sobre 
todo minimiza el papel de la cámara alta donde por antono-
masia están representados (Altamirano, 2004) y alza el rol de 
la Canago.

 Antes de la descentralización había estados donde la ma-
yor parte de las escuelas públicas o centros de salud eran 
mantenidos por la Federación, en tanto que en otros, ma-
yoritariamente del presupuesto estatal. Por ello, los estados 
donde existía mayor infraestructura federal que estatal reciben 
ahora más presupuesto del Ramo 33 a través del FAEB y del 
FASSA, lo que fortalece el status de ellos, mientras que los es-
tados donde el Gobierno Federal tenía una presencia marginal, 
reciben menos presupuesto de dicho Ramo. En contraste, el 
resto de los fondos se asigna con criterios de necesidad, como 
índices de marginación y carencias de infraestructura, lo que 
beneficia a los estados de menor desarrollo; no obstante, su 
monto representa la menor proporción del presupuesto del 
Ramo 33 (véase cuadro 1).
 Los recursos que captan los estados por medio del FAEB 
y el FASSA están presionando negativamente a las finanzas 
públicas de los estados. Los que más recursos reciben, porque 
se ven obligados a completar el presupuesto federal con sus 
propios recursos para mantener y elevar la calidad de la 
infraestructura heredada; los menos favorecidos cargan a 
cuestas toda la responsabilidad de sufragar la expansión 
de los servicios de educación y de salud sin suficiente 
apoyo federal. Lo más delicado es que ni unos ni otros cuen-
tan con recursos propios suficientes pues tienen potestades 
tributarias limitadas y aprovechamientos mínimos.
 Ante las asimetrías creadas a partir del curso de acción 
gubernamental en este contexto, el Ramo 39 –el Programa 
de apoyos para el fortalecimiento de las entidades federa-
tivas (PAFEF)– ha sido el instrumento que se diseñó para 
subsanar este problema. A fin de incentivar a los estados a 
destinar más recursos a educación, en un principio el pre-
supuesto del PAFEF se diseñó para asignar sus recursos 
con base en el gasto por habitante en educación que se 
hubiera sufragado con ingresos propios. Así, los recursos 
federales complementaban a los recursos estatales.
 Desde 2001, a los estados se les permitió destinar 
los recursos no sólo a infraestructura educativa, como 
se planeó originalmente, sino a cualquier proyecto de 
obra pública, aun cuando existe un fondo especial para 
infraestructura en el Ramo 33 (en este caso, el llamado 
Fondo de Infraestructura Social). Hoy día es posible 
aplicar parte de los recursos en saneamiento financiero. 
 No obstante que ha cambiado la orientación del progra-
ma, el criterio de reparto, basado en el gasto en educación 
financiado con ingresos estatales, permanece. Asimismo, 
el propósito del PAFEF se ha desvirtuado debido a que las 
entidades con mayores carencias en infraestructura como 
Oaxaca, Michoacán, Guerrero, Chiapas y Puebla están 
recibiendo recursos por habitante menores al promedio 
nacional  (veáse cuadro 2).
 La principal debilidad que tiene actualmente el PAFEF 
es que no cuenta con una estructura programática definida 

9 El Ramo 33 está compuesto por varios fondos, los más importantes 
son el Fondo de Aportaciones para la Educación Básica (FAEB) y el 
Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (FASSA); ambos 
representaron 62.3 % del total de las transferencias de gasto federal en 
2003. El monto de estos fondos fue mayor que el total de las participa-
ciones recibidas por los estados en ese año.  El resto de los fondos son 
los siguientes: Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social 
(FAIS); Fondo de Aportaciones para Seguridad Pública (FASP); Fon-
do de Aportaciones Múltiples (FAM); Fondo de Aportaciones para el 
Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales 
del D. F. (FORTAMUN), y  Fondo de Aportaciones para la Educación 
Tecnológica y de Adultos (FAETA).  El presupuesto del FAEB y del 
FASSA se asigna con base en la infraestructura educativa y de salud que 
la Federación había constituido previamente en cada estado. En adición 
a la responsabilidad de administrar los hospitales, centros de salud y 
escuelas públicas federales, el Gobierno Federal traspasó el gasto que 
implicaba mantenerlos, especialmente lo correspondiente a la nómina de 
los maestros, los médicos y las enfermeras. El resto de los fondos del Ramo 
33 se distribuye con base a la base poblacional, el grado de marginación 
de la población y las necesidades de cada Estado. El otro rubro de 
transferencias federales lo constituye el PAFEF, el cual representó 9.4 % 
del total de las trasferencias recibidas. Este programa se instituyó 
en el Presupuesto de Egresos de la Federación en 2000 para resolver los 
problemas financieros de los estados que provocaron los procesos de 
descentralización, principalmente, en materia de educación. A través del 
PAFEF, los estados reciben recursos federales para destinarlos a infra-
estructura y saneamiento financiero, entre otros.
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Entidad Población
(habitantes)

FAE+
FASSA

Recursos 
por habitante

Entidad

Resto de 
los fondos

Recursos 
por 

habitante
Entidad Total Recursos 

por habitante

Monto $/habitante Monto $/habi-
tante Monto $/habitante

México 14,217,500 17,830 1,254 Distrito Federal* 2,842 322 México 23,826 1,675.80

Guanajuato   4,986,300 7,163 1,436 Nuevo León 1,535 373 Nuevo León 7,479 1,818.51

Nuevo León   4,112,600 5,944 1,445 Baja California 1,085 389 Jalisco 12,584 1,878.08

Jalisco    6,700,200 9,753 1,456 México 5.996 422 Guanajuato 9, 804 1, 966.17

Puebla    5,422,600 7,978 1,471 Jalisco 2,831 423 Chihuahua 7,001 2,113.12

Chihuahua    3,313,200 5,453 1,646 Coahuila 1,112 449 Puebla 11,537 2,127.58

Sinaloa    2,722,800 4,920 1,807 Chihuahua 1,548 467 Baja Cali-
fornia 6,370 2,285.66

Veracruz    7,251,300 13,646 1,882 Tamaulipas 1,435 471 Sinaloa 6,282 2,307.27

Baja 
California    2,786,900 5,285 1,896 Sonora 1,198 497 Distrito 

Federal* 20,892 2,370.55

Querétaro    1,544,000 3,071 1,989 Sinaloa 1,362 500 Coahuila 6,127 2,472.26

Sonora   2,409,800 4,829 2,004 Morelos 875 521 Sonora 6,027 2,501.04

Yucatán   1,760,700 3,544 2,013 Aguascalientes 536 530 Morelos 4,268 2,542.62

Morelos   1,678,700 3,393 2,021 Guanajuato 2,641 530 Veracruz 18,515 2,553.27

Coahuila    2,478,100 5,015 2,024 Baja California Sur   272 571 Querétaro 3,956 2,562.31

Michoacán    4,198,600 8,597 2,048 Querétaro  885 573 Tamaulipas 8,020 2,630.72

Distrito 
Federal*    8,813,300 18,051 2,048 Quintana  Roo  583 574 Michoacán 11,160 2,658.03

Tabasco   2,021,000 4,340 2,147 Tlaxcala  598 576 Yucatán 4,723 2,682.68

Tamaulipas  3,048,400 6.585 2,160 Colima 351 609 Tabasco 5,734 2,837.16

San Luis 
Potosí   2,386,700 5,452 2,284 Michoacán 2,563 611 Aguascalien-

tes 2,941 2,905.94

Tlaxcala   1,038,800 2,422 2,332 Durango  980 635 Tlaxcala 3,020 2,907.39

Chiapas   4,295,700 10,034 2,336 Nayarit  645 655 San Luis 
Potosí 7,104 2,976.41

Aguasca-
lientes  1,012,100 2,405 2,376 Puebla 3,559 656 Quintana Roo 3,160 3,113.83

Hidalgo   2,350,700 5,937 2,526 Yucatán 1,79 670 Hidalgo 7,556 3,214.49

Quintana 
Roo   1,014,700 2,577 2,539 Veracruz 4,869 671 Durango 5,041 3,267.03

Oaxaca   3,668,500 4,472 2,582 Hidalgo 1,619 689 Chiapas 14,066 3,274.53

Durango  1,542,900 4,061 2,632 Tabasco 1,394 690 Zacatecas 4,769 3,374.85

Zacatecas  1,413,100 3,751 2,655 San Luis Potosí 14,652 692 Oaxaca 12,924 3,522.91

Guerrero   3,236,300 9,230 2,852 Zacatecas 1,018 720 Nayarit 3,473 3,527.83

Nayarit      984,400 2,828 2,873 Campeche 558 743 Colima 2,091 3,625.80

Colima       576,700 1,740 3,017 Guerrero  2,953 912 Guerrero 12,182 3,764.27

Campeche       750,100 2,383 3,177 Chiapas 4,032 939 Campeche 2,941 3,920.14

Baja Califor-
nia Sur     476,700 1,809 3,795 Oaxaca 3,452 941 Baja Cali-

fornia 2,081 4,366.27

República 
Mexicana 104,213,500 199,496 1,914 República 

Mexicana 58,157 558 República 
Mexicana 257,653 2,472.36

Cuadro 1
Distribución de los recursos del Ramo 33 en 2003

* Se inclu�
Fuente: IV Informe Trimestral, 2003, SHCP.
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en el PEF que muestre los objetivos establecidos, así como 
los criterios de asignación de recursos entre los estados con 
sus fórmulas correspondientes y las metas por alcanzar. 
Esta falta de transparencia es inaceptable en el contexto 
democrático y político actual, toda vez que complica el 
ejercicio de poder público.
 Los convenios de descentralización, por su parte, 
afectan negativamente a las finanzas públicas estatales, 
toda vez que las dependencias y entidades del Poder Eje-
cutivo piden aportaciones económicas complementarias 
a los estados y municipios para ejecutar alguna obra o 
proyecto, lo que representa una presión adicional a sus 
escasos ingresos. 
 Los inconvenientes del sistema de transferencias de 
gasto federal mencionados, la debilidad de los ingresos 
propios y el insuficiente reconocimiento a los estados que 
más aportan ingresos a la Federación dan como resulta-
do un modelo de federalismo fiscal que se sustenta en 
ingresos de origen federal, cuyos objetivos y criterios 
de asignación no responden a una lógica de desarrollo 
nacional, sino más bien a la inercia histórica-política, 
la capacidad de gestión y la presión política. Esta falta de 
alineación de objetivos e incentivos explica algunas de las 
causas que provocan la ineficacia del gasto público federal 
en términos de beneficios sociales e impacto económico. 
 Debe reconocerse que la solución a los problemas del 
Sistema de Coordinación Fiscal y de las Transferencias 
Federales no consiste únicamente en encontrar fuentes 
adicionales de recursos para los estados, sino en una mejor 
repartición de los que actualmente genera la Federación. 
Por lo mismo, resultaría contraproducente aumentar los 
ingresos de los estados sin reformar primero el modelo 
de federalismo fiscal. Además, los grados de libertad para 
aumentar los recursos de los estados son limitados, ya que 
éstos administran actualmente una parte significativa de la 
RFP que la del Gobierno Federal. Verbi gratia, en el año 
2003 las participaciones a los estados representaron 24.6% 
de la RFP y las transferencias federales, 34.9 %, lo que da 
un total de 58.5 %. 
 Los ingresos propios y las participaciones generalmente 
se destinan a cubrir el costo de los programas y los proyec-
tos que diseñan e implantan los estados. Por el contrario, 
las transferencias federales sólo pueden aplicarse en los 
objetivos marcados por el Gobierno Federal. Por ello no 
sorprende que la mayor parte del gasto se destine a la 
educación y la salud dada la composición de sus fuentes 
de ingreso, donde predominan las transferencias de gasto 
federal.
 Actualmente, se puede conocer sólo parcialmente el 
destino del gasto público debido a que la mayoría de los 
estados no cuenta con sistemas de contabilidad transparen-
tes, que permitan hacer un escrutinio cuidadoso y detallado 

Entidad Federativa
Población 

2003
(habitantes)

Asignación PAFEF

Total 2003
( millones de $)

por 
habitante

($/habitantes)

Oaxaca 3,668,500 400.3 109

Morelos 1,678,700 191.3 114

Guanajuato 4,986,300 636.0 128

Michoacán 4,198,600 579.3 138

Puebla 5,422,600 750.9 138

San Luis Potosí 2,386,600 334.8 140

Guerrero 3,236,300 454.1 140

México 14,217,500 2,060.0 145

Veracruz 7,251,300 1,064.8 147

Hidalgo 2,350,700 347.2 148

Tlaxcala 1,038,800 154,.9 149

Quintana Roo 1,014,700 158.8 156

Distrito Federal 8,813,300 1,400.9 159

Chiapas 4,295,700 682.9 159

Aguascalientes 1,012,100 163.8 162

Coahuila 2,478,100 404.0 163

Tamaulipas 3,048,400 509.6 167

Querétaro 1,544,000 263.6 171

Zacatecas 1,413,100 246.2 174

Jalisco 6,700,200 1,195.3 178

Sinaloa 2,722,800 492.1 181

Nuevo León 4,112,600 778.0 189

Yucatán 1,760,700 352.2 200

Durango 1,542,900 314.3 204

Tabasco 2,021,000 413.4 205

Nayarit 984,400 203.0 206

Chihuahua 3,313,200 716.0 216

Sonora 2,409,800 539.1 224

Baja California Sur 476,700 109.5 230

Colima 576,700 133.8 232

Campeche 750,100 196.9 263

Baja California 2,786.900 752.8 270

República Mexicana 104,213,500 17,000 163

Cuadro 2
Distribución original por habitante del PAFEF, 2003

Nota: No incluye los recursos excedentes del petróleo.
Fuente: Presupuesto de Egresos de la Federación, 2003.
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de sus cuentas públicas y una valoración a la administración del patrimonio de sus haciendas públicas. Incluso, algunos de 
ellos no cuentan con leyes de planeación, leyes de transparencia ni leyes de fiscalización con el alcance y profundidad que 
tienen las del ámbito federal.

4. Conclusiones 

 El modelo federal mexicano en su estado actual debe incorporar integralmente la planeación, los ingresos, el gasto 
público, la deuda, la contabilidad gubernamental y los instrumentos para la transparencia y rendición de cuentas. 
 También, contemplar como base fundamental una etapa de transición, tarea de igual importancia y complejidad que la 
reforma del  Estado, pues las colectividades territoriales no tienen actualmente la infraestructura legal, ni administrativa, 
ni tampoco contable-financiera, para hacerse cargo de las nuevas responsabilidades y potestades. 
 El federalismo actual debe permitir a los estados hacer frente a sus compromisos de manera autónoma, especialmente 
los que están fuertemente endeudados; asimismo, estar en capacidad de solucionar el problema financiero de sus sistemas 
de pensiones y el de las universidades estatales; reestructurar sus organismos públicos, y afrontar sus pasivos laborales, 
todo lo cual está constituyendo un serio problema financiero no sólo para sus finanzas públicas locales, sino para la propia 
Federación.
 El federalismo fiscal hoy por hoy representa una de las reformas estructurales más importantes del país que posibilitará 
culminar la transición democrática iniciada en 1997, así como el proceso de descentralización del poder político, sentándose 
las bases para el desarrollo nacional.
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